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Corresponde a la Sala, desatar el recurso de apelación interpuesto por el sentenciado ALEXÁNDER ALFREDO ALCARAZ contra el auto interlocutorio proferido por el señor Juez Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira el pasado veintiuno (21) de julio, por medio del cual negó la acumulación jurídica de penas pedida.  

1.- PROVIDENCIA 

Al estudiarse la petición elevada, el a quo tuvo en cuenta las dos sentencias que obraban en contra del señor ALEXÁNDER ALFREDO ALCARAZ, a saber: La primera, que databa del veintiséis (26) de abril de dos mil cuatro (2004) por medio de la cual el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira le impuso ocho (8) meses de prisión por la comisión de un delito de porte ilegal de armas. En tal evento se le concedió la suspensión condicional de la ejecución de la pena, pero el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad mediante auto del veinticinco (25) de mayo de este año, le revocó el subrogado y ordenó ejecutar la sentencia. La segunda, condena fue impuesta por el Juzgado Primero Penal del Circuito el treinta (30) de marzo de dos mil cinco (2005), por un concurso de conductas punibles de hurto calificado y agravado con porte ilegal de armas. Los hechos que originaron tal fallo ocurrieron el cinco (5) de enero de este año y como consecuencia de los mismos, la pena fue de treinta y siete (37 meses y veinticinco (25) días de prisión.

Así, concluyó que de conformidad con la normativa aplicable, ya fuera el artículo 470 de la Ley 600 de 2000 o la norma contenida en la Ley 906 de 2004 en su artículo 460, no era posible acceder a tal figura cuando el segundo proferimiento tuviera su génesis en ilícitos cometidos con posterioridad a otra sentencia de primera o única instancia. En el evento estudiado, era un hecho cierto que la condena proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito se dictó luego de la que emitiera el Juzgado Segundo homólogo. En ese entendido, se basó en jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia alusiva al punto y negó la acumulación jurídica deprecada.

En lo que hacía referencia con la rebaja del 10 % pedida, expresó que no se había sancionado la ley que concedía tal beneficio y por tanto no estaba vigente, en consecuencia no era posible accederse al mismo.
2.- RECURSO 

Una vez llegado el expediente a esta sede, por parte de la Secretaría se dio el trámite dispuesto en el artículo 359 del C.P.C, toda vez que dentro de la nueva codificación procedimental penal no existe norma que regule lo concerniente a la manera como se ritúan las apelaciones que se presenten contra las decisiones de los Juzgados que vigilan el cumplimiento de la pena impuesta, además, que por las características propias de esta actuación, con reclusos alejados de aquellos sitios donde se produjo la sentencia y aún de sus abogados, se haría difícil la celebración de audiencias, pero en especial que no había norma que prohibiera el trámite escrito en esta etapa.

Corrido el traslado pertinente no se allegó memorial alguno mediante el cual se sustentara el recurso.  

No obstante lo anterior, por parte de la Secretaría de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad, se había dado traslado al recluso, mediante el trámite contenido en el artículo 194 de la Ley 600 de 2000 y en efecto, se manifestaron por escrito las razones de la inconformidad con la providencia impugnada, de allí se extracta lo siguiente:

El interno solicita la aplicación del artículo 38 de la Ley 906 de 2004 ya que los delitos son conexos al ser uno de los procesos por hurto y porte ilegal de armas, mientras el que vigila el Juzgado Primero de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta capital también es por porte ilegal de armas. Refiere que la sustentación tiene por objeto lograr que por alguna manera su estadía en prisión se acorte, porque padece una situación económica bastante precaria al igual que su familia.

3.- Para resolver, SE CONSIDERA 

Podría pensarse a priori  que una vez surtido el trámite obligado contemplado en la codificación adjetiva civil para la sustentación del recurso y no haberse allegado memorial alguno, sería causal suficiente para declararlo desierto y por tanto, relevarse la Sala de pronunciarse sobre el mismo.

Empero, no puede desconocerse que en efecto, la inconformidad del sentenciado respecto del auto proferido por el señor Juez de instancia fue sustentada, así se hiciera  dentro del trámite que de manera inidónea se impartió en el Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y Medidas de Aseguramiento de la ciudad. En esas condiciones, sale al paso el principio constitucional consagrado en el artículo 228 y por tanto, es necesario hacer primar el derecho sustancial sobre el material, con lo cual la Sala emprenderá el estudio del recurso impetrado.

Entrando en materia, debe mencionarse que infortunadamente para los intereses del sentenciado, la situación que su caso presenta, fue debidamente anticipada por el legislador al crear la norma concreta que rige la aplicación de la acumulación jurídica de penas. Fue claro entonces en señalar, que cuando los hechos generadores de la nueva sentencia condenatoria tuvieran ocurrencia luego del proferimiento de la otra decisión con la cual se pretendiera acumular, no era posible la aplicación de tal figura. Tal prohibición aparece consignada de manera específica en el artículo 460 de la Ley 906 de 2004 y fue el sustento para que la solicitud elevada fuera negada. 

Por tanto, no otra podía ser la decisión tomada por el señor Juez de primera instancia ante la realidad de haberse cometido la nueva infracción cuando incluso el señor ALCARAZ estaba disfrutando del período de prueba que se le había concedido al suspendérsele condicionalmente la ejecución de la pena impuesta por parte del Juzgado Segundo Penal del Circuito de la ciudad, lo cual entre otras cosas, originó que al haberse sustraído del cumplimiento de las obligaciones contraídas con motivo de tal beneficio, le fuera revocada la gracia que venía disfrutando.

Pero además, de conformidad con la jurisprudencia citada en la providencia apelada, el propósito hacia el cual está encaminada la acumulación jurídica de penas, lejos está de permitir que las personas que soportan una condena continúen amparadas en la misma, para seguir transgrediendo la normatividad penal. Este aspecto adquiere trascendental importancia en el presente evento, habida cuenta que la primera sentencia que se impusiera al procesado, no fue suficiente para lograr que mantuviera su comportamiento con apego al cumplimiento y respeto de la ley. 

Basten los anteriores planteamientos para concluir que el interlocutorio impugnado, debe ser confirmado. 

4.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial  de Pereira, Sala de Decisión Penal, CONFIRMA la decisión interlocutoria proferida por el Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, que fuera apelada. 

COMUNÍQUESE  Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE      

  VICENTE RODRÍGUEZ FEO

JOHEL DARÍO TREJOS LONDOÑO

WILSON FREDY LÓPEZ

Secretario de la Sala
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